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ACTA No. 0050 del 06 de Agosto de 2009

ASUNTO

Procede la Judicatura a resolver la impugnación interpuesta por el apoderado de la SECRETARÍA DE SALUD DEPARTAMENTAL DE RISARALDA contra la sentencia proferida el día 10 de junio de 2.009, por el Juzgado Único Promiscuo del Circuito de Quinchía Risaralda, dentro del proceso reseñado en la referencia: 

I. LA DEMANDA 

1. Pretensiones:

Ante la aparente vulneración de los derechos constitucionales a la vida y a la salud, pretende la accionante que se ordene a la EPS-S PIJAO SALUD y a la Secretaría de Salud Departamental de Risaralda, autorizar la ENDOSCOPIA COLANGIOPANCREATOGRAFÍA, necesaria para la cirugía que  requiere, además del suministro de los medicamentos que le sean ordenados.

II. IDENTIFICACIÓN DE LAS PARTES

1. Accionante:

Se trata de la señora YIZZA ESNEYDER ARICAPA GAÑAN, mayor de edad, identificada con cédula de ciudadanía No. 24.335.104 expedida en Manizales.

2. Accionado:


Se trata de la Secretaría de Salud Departamental de Risaralda, representada por el Secretario de Salud del Departamento de Risaralda, Javier Locano Botero y de la EPS PIJAOS SALUD EPS, en cabeza de su representante legal, José Rene Ducuara Ducuara.

III. DE LOS DERECHOS QUE SE INVOCAN COMO VULNERADOS
Se invoca la tutela de los derechos fundamentales a la vida y a la salud.

IV. ANTECEDENTES

1. Hechos Jurídicamente Relevantes:

Afirma la accionante que padece desde hace mucho tiempo de quiste del Colédoco, que le ocasiona fuertes cólicos que para calmarlos, depende de un medicamento denominado Dipirona, el cual le está ocasionando alergias.

Expresa que desde hace algún tiempo ha estado en innumerables exámenes y valoraciones, y que en la última de ellas, realizada en La Virginia, fue remitida para cirugía general y anestesiólogo, en vista de que la cita no se pudo pedir en el hospital, se vio obligada a hacerlo a través de derecho de petición, pero lo que obtuvo fue nueva cita con especialista, quien le ordenó una Endoscopia e insistió en la urgencia de la cirugía.

V. CONTESTACIÓN A LA DEMANDA

Avocado el conocimiento, se informó a cada una de las entidades accionadas, las que allegaron dentro del término concedido respuesta a la acción en los siguientes términos:

PIJAOS SALUD EPS-I:

Aduce que la accionante tiene derecho a la prestación de servicios de Salud que se encuentren dentro del Plan de Beneficios del Acuerdo 306 de 2005, que cubre el primer nivel de complejidad en el Municipio donde resida el afiliado y que la red de servicios contratada por PIJAOSALUD EPS-S, solo atiende el primer nivel de complejidad.
Expresa que en ningún momento ha negado a la accionante los servicios de salud que requiere, toda vez que ella no se dispuso hacer la respectiva solicitud de los exámenes y procedimientos ordenados, en este sentido la entidad no tuvo conocimiento de la necesidad de los mismos sino a través de esta acción de tutela, impidiéndosele también prestar el servicio de acompañamiento que se requiere en estos casos, como lo manda la normatividad vigente.
Manifiesta la entidad que está en disposición de prestar a la accionante la atención necesaria, por lo que logró el turno en el Hospital San Jorge de Pereira el 01 de junio en horas de la mañana, para la realización del ERCP ENDOSCOPIA PARA COLANGIOPANCREATOGRAFÍA RETRÓGRADA.

SECRETARÍA DE SALUD DEPARTAMENTAL:


Manifiesta que no ha vulnerado los derechos fundamentales de la accionante, ya que es la EPS PIJAOS SALUD EPS, la encargada de prestar la totalidad de los servicios en salud a sus afiliados, aún los servicios no incluidos en el Plan Obligatorio de Salud Subsidiado POS-S, toda vez que es con esta entidad con la que ella suscribió contrato de administración del régimen subsidiado, además la Ley autoriza a estas entidades a repetir contra el Fondo de Solidaridad y Garantía FOSYGA por los gastos en que incurra con la realización del procedimiento no contemplados en el POS-S.

VI. LA PROVIDENCIA IMPUGNADA 

Mediante providencia del 10 de junio de 2009 (fls. 44 y s.s.) la funcionaria de primera instancia accedió a la protección constitucional ordenando a la Secretaría Departamental de Risaralda, iniciar las diligencias correspondientes para autorizar la realización del examen requerido por la accionante y que fue ordenado por la ESE Hospital Universitario San Jorge de Pereira, procurando que efectivamente sea prestado en un término no mayor a diez días calendario.

Para llegar a la anterior determinación adujo que en este caso se presentó la vulneración de los derechos constitucionales de la accionante, toda vez que el procedimiento que requiere ENDOSCOPIA PARA COLANGIOPANCREATOGRAFÍA RETRÓGRADA, es indispensable para confirmar su diagnóstico y establecer el manejo endoscópico o quirúrgico que debe dársele a su patología, procedimiento que no se encuentra incluido en el POS-S  lo que de cara a las normas vigentes al respecto, “es el Estado (a través de las Secretarías Territoriales o Departamentales de Salud) a quien le compete consolidarlos” .

VII. FUNDAMENTOS DE LA IMPUGNACIÓN


El apoderado judicial de la accionada Secretaría de Salud Departamental de Risaralda centra su inconformidad en el hecho que la “responsabilidad y competencia para el cumplimiento integral de la orden Judicial-Proceso clínico” corresponde a PIJAOS SALUD EPS-S a la cual esta afiliada la accionante, tal como lo ordenan las normas.

VIII. CONSIDERACIONES

1. Problema Jurídico por resolver:
El asunto bajo estudio plantea a la Sala el siguiente problema jurídico:

a. ¿Vulnera la Entidad Promotora de Salud los derechos fundamentales de sus afiliados, cuando no practica los exámenes ordenados por el médico tratante, aunque nunca se le haya solicitado su autorización y solo se dé cuenta de ello, con motivo de la interposición de la acción de tutela?


Sin hesitación aparece en los autos que la paciente tiene quistes en el colédoco y le urge la práctica del examen denominado “ENDOSCOPIA PARA COLENGIOPACREATOGRAFÍA” (fl. 4), no sólo para “verificar el diagnostico, sino para clasificar el tipo de quiste y planear su manejo endoscópico o quirúrgico”; hecho que no ponen en tela de juicio las accionadas, ya que ni siquiera cuestionan la necesidad de la práctica o realización del examen sino que argumentan, por una parte “PIJAOS SALUD EPS-I”, que se trata de un procedimiento que no hace parte del primer nivel de complejidad, por lo que no está facultada para realizarlo y que nunca ha vulnerado los derechos de la accionante porque nunca ha negado la prestación de servicios, toda vez que la accionante nunca les ha solicitad la realización del procedimiento y solo hasta este momento, con el trámite de esta acción de tutela tiene conocimiento de la necesidad de los exámenes; mientras que la Secretaría de Salud Departamental de Risaralda argumenta que ese tratamiento debe ser efectuado por la ARS en atención a que es asunto de su competencia, para lo cual se encuentra facultada para realizar el respectivo recobro ante el FOSYGA, en caso de que los procedimientos que deba prestar se encuentren excluidos dentro del POS-S. Lo anterior nos indica que cada entidad trata de liberarse de la responsabilidad en la atención de la paciente expresando que es competencia de las otras.


También existe certidumbre en cuanto a que la accionante Yizza Esneider Aricapa Gañan hace parte del Régimen Subsidiado en Salud, teniendo como administradora a “PIJAOSALUD EPS - I” (fl. 2).  


Como se expresó anteriormente, el examen ordenado a la paciente, se denomina “ENDOSCOPIA PARA COLENGIOPACREATOGRAFÍA, igualmente se tiene que del contenido de la orden médica se puede observar que el diagnóstico efectuado por el médico tratante fue quiste de colédoco, que no es otra cosa que una anomalía de los conductos biliares, circunstancia que merece gran importancia porque dichos pacientes tienen un gran riesgo de desarrollar carcinoma de la vía biliar y del conducto pancreático; por lo tanto, la práctica del examen es de suma importancia para poder establecer si en realidad la paciente tiene alguna clase de lesión y finalmente para determinar cuál es el tratamiento a seguir.


La falta de realización de la “ENDOSCOPIA PARA COLENGIOPACREATOGRAFÍA” a la señora Yizza Esneider Aricapa Gañán, afecta gravemente su derecho fundamental a la salud que incluye el derecho a un diagnóstico
, el cual ha sido entendido como:

“la seguridad de que, si los facultativos así lo requieren, con el objeto de precisar la situación actual del paciente en un momento determinado, con miras a establecer, por consecuencia, la terapéutica indicada y controlar así oportuna y eficientemente los males que lo aquejan o que lo pueden afectar, le serán practicados con la prontitud necesaria y de manera completa los exámenes y pruebas que los médicos ordenen.”


Consideraciones que a su vez, encuentran sustento en la normatividad colombiana, específicamente, el literal 10 del artículo 4 del Decreto 1938 de 1994, que define el diagnóstico como “todas aquellas actividades, procedimientos e intervenciones tendientes a demostrar la presencia de la enfermedad, su estado de evolución, sus complicaciones y consecuencias presentes y futuras para el paciente y la comunidad”.


Así las cosas, la jurisprudencia constitucional ha abierto paso a la consolidación del derecho al diagnóstico como presupuesto de la adecuada prestación del servicio público de atención en salud.


Hechas las anteriores precisiones, se entrará a verificar a cuál de las entidades accionadas, le corresponde la realización de la ENDOSCOPIA PARA COLENGIOPACREATOGRAFÍA que requiere la accionante. 

Es indudable que con la realización del examen diagnóstico que requiere la señora Aricapa Gañan, lo que persigue el médico tratante es descartar la existencia de una patología relacionada con el cáncer de sus vías biliares o pancreáticas, lo que ubica al mismo – examen-, dentro del tercer nivel de complejidad en atención de salud, de acuerdo a lo estipulado por el Acuerdo 000306 de 2005, expedido por el Consejo Nacional de Seguridad Social en Salud, por medio del cual se define el Plan Obligatorio de Salud del Régimen Subsidiado, que en lo pertinente se transcribe:
“3. Atenciones de Alto Costo: Garantiza la atención en salud a todos los afiliados en los siguientes casos:

3.6. Casos de pacientes con Cáncer: La cobertura comprende la atención integral ambulatoria y hospitalaria necesaria en cualquier nivel de complejidad del paciente con Cáncer, e incluye:

• Todos los estudios necesarios para el diagnóstico inicial, así como los de complementación diagnóstica y de control.” (Subrayas fuera del original).


Corolario, de lo anterior, debe decir que la funcionaria de primer grado, erró al indicar que el servicio que requiere la paciente no está incluido dentro del POS-S, porque precisamente con la ENDOSCOPIA PARA COLENGIOPACREATOGRAFÍA, lo que se pretende es conocer y diagnosticar si en efecto la paciente puede padecer algún tipo de cáncer – biliar o pancreático-, que sin duda alguna según el numeral 3.6 del Acuerdo 000306 de 2005, la ubica como una enfermedad de alto costo, esto es, lo incluye dentro del POS-S, endilgándole responsabilidad a PIJAOSALUD EPS-I, para practicar el mismo, por ser ante quien se encuentra afiliada la actora.
No obstante ser de responsabilidad de la EPS-I accionada el cubrimiento de los servicios en salud requeridos por la accionante, de las pruebas adosadas al proceso no se avizora que la misma se haya sustraído de dicha obligación, sino que por el contrario, brilla por su ausencia que la señora Aricapa Gañan haya acudido ante ella a solicitar los servicios deprecados a través de este medio constitucional, motivo por el cual no se le dio la oportunidad de estudiar la solicitud y determinar si le era posible o no cumplir con lo requerido por su afiliada.
Se colige por lo tanto, que ante el desconocimiento de  PIAJOSALUD EPS-I de la “solicitud de examen procedimientos quirúrgicos” ordenada por el doctor Rodolfo Adrián Cabrales Vega (fl. 4) a favor de la accionante, nada podía gestionar u ordenar para que se llevara a cabo la ENDOSCOPIA PARA COLENGIOPACREATOGRAFÍA, por lo que resulta a toda luces insensato que se predique de su parte una vulneración de los derechos fundamentales de la señora Yizza Esneider Aricapa Gañán, por lo que esta acción está llamada a fracasar, no solo respecto de ella sino también con relación a la Secretaría de Salud Departamental de Risaralda  porque – se itera – el procedimiento solicitado es un evento POS-S.
Aunado a lo anterior, observa esta Corporación que la accionada –PIJAOSALUD EPS-I- no ha buscado ni busca sustraerse de sus obligaciones legales, sino que por el contrario, luego de conocer la existencia de la presente acción de tutela y desde luego conocer el requerimiento médico de su afiliada, coordinó con la ESE Hospital Universitario San Jorge de Pereira, para que se le realizara a la accionante la ENDOSCOPIA PARA COLENGIOPACREATOGRAFÍA, aunque por circunstancias ajenas a su voluntad  no pudo llevarse a cabo.

Así las cosas, encuentra la Sala que habrá que revocarse la sentencia de primer grado porque como se anotó, no se evidencia que PIJAOSALUD EPS-I haya dado lugar a la vulneración de los derechos fundamentales a la salud y a la vida de la accionante, por el contrario adelantó las diligencias previas para llevar a cabo la práctica del examen una vez tuvo conocimiento de ello; y por tratarse de procedimientos que están incluidos dentro del POS-S, ninguna obligación recae sobre la Secretaría de Salud por la no prestación de esos servicios, lo que permite concluir que la decisión de primer grado no fue acertada y debe revocarse.

Lo aquí decidido no hace tránsito a cosa juzgada, por lo que en caso de presentarse una vulneración a los derechos fundamentales de la accionante imputable a PIJAOSALUD EPS-I, relacionada con la negación en la práctica de la endoscopia para Colengiopacreatografía, podrá acudir nuevamente a este especial medio de amparo, buscando la protección de sus derechos fundamentales.

Corolario de lo anterior, la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior de Pereira, en nombre del Pueblo y por autoridad de la Constitución

VII. RESUELVE 

PRIMERO: REVOCAR en su integridad la sentencia impugnada.

SEGUNDO: Como consecuencia de lo anterior, se DENIEGA el amparo solicitado por la señora Yizza Esneider Aricapa Gañán contra PIJAOSALUD EPS-I y la SECRETARÍA DEPARTAMENTAL DE SALUD DE RISARALDA.
TERCERO: Notifíquese la decisión por el medio más eficaz.

CUARTO: Remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión, conforme al artículo 31 del Decreto 2591 de 1991.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE


Los magistrados, 

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

HERNÁN MEJÍA URIBE

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

LINA MARÍA ARBELÁEZ GIRALDO

Secretaria

� Ver Sentencia T-364 de 2003.


� Sentencia T-366 de 1999.
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